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un término de vigencia diferente del ordinario para las anotaciones, así
lo hubiese establecido. Que se considera que la vigencia de la afección
ordenada legalmente, se encuentra limitada temporalmente en los términos
del artículo 86 de la Ley Hipotecaria, por lo que procedía su cancelación.
Que la nota marginal a que se hace referencia viene ordenada en el artículo
2.4.2 del Real Decreto 3361/1983, la cual, según la doctrina, es sucedánea
de otros asientos, por lo que se mantiene todo lo alegado sobre este punto
en el escrito de interposición del recurso. Que, en definitiva, se sostiene
que la constatación de la afección a favor del Estado, debe tener la con-
sideración y tratamiento de anotación preventiva (Resolución de 13 de
junio de 1986). Dicha afección permitiría una introducción en el Registro
de la Propiedad en forma de anotación y no de inscripción y, en con-
secuencia, procederá dotar a la nota marginal de los efectos de las ano-
taciones preventivas y deberá recibir el tratamiento prevenido en el artículo
86 de la Ley Hipotecaria. 3. Que hay que significar lo prevenido en el
artículo 31 de la Constitución Española. Que la normativa que desarrolla
dicho precepto así como la jurisprudencia constitucional ha sentado la
necesidad de que la inscripción de una carga tributaria al administrado
haya de verificarse de conformidad con lo prevenido en la Ley, y en este
caso la Ley es muy clara, no hay otra regulación que la prevenida en
la Ley y Reglamento Hipotecario.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 1, 40, 82 y 86 de la Ley Hipotecaria, 74 de la Ley
General Tributaria, 37 del Reglamento General de Recaudación, así como
el Real Decreto 1987/1981, de 19 de junio, modificado por el Real Decreto
3361/1983, de 28 de diciembre, sobre beneficios en la Gran Área Industrial
de Castilla y León.

1. Son hechos relevantes para la resolución del presente recurso los
siguientes:

Aparece inscrita una finca en el Registro, con la siguiente nota marginal:
«Afecta esta finca a favor del Estado para afianzar al Tesoro el reintegro
de las cantidades que la empresa hubiera percibido de subvenciones y
de las liquidaciones que procedan por las bonificaciones o exenciones
disfrutadas en los supuestos de renuncia a los beneficios o incumplimiento
de las condiciones que originan la declaración de caducidad de la concesión
de los mismos, y, así como el interés legal del dinero y los gastos que
pudiera ocasionar el procedimiento de reintegro. Así resulta de resolución
individual de la Dirección General de Incentivos Económicos Regionales
del Ministerio de Economía y Hacienda, según expediente P/0252/CL, que
fue aprobado por el Consejo de Ministros en su reunión del día 16 de
septiembre de 1988, en el que se concede una subvención de veinticuatro
millones cuatrocientas ochenta y nueve mil cuatrocientas ochenta pesetas,
como máximo, dividida en una subvención fija de veinticuatro millones
cuatrocientas ochenta mil pesetas, como resultado de aplicar a la inversión
aprobada de ciento seis millones cuatrocientas setenta y seis mil pesetas
un porcentaje del veintitrés por ciento.»

El titular registral actual de la finca presenta instancia solicitando
que se cancele la anterior nota marginal por entender que la misma ha
caducado. El Registrador deniega la cancelación. Aduce el recurrente en
su escrito que la expresada nota marginal es sucedánea de una anotación
preventiva, por lo que, al no haber sido prorrogada, ha de aplicarse el
artículo 86 de la Ley Hipotecaria. El Presidente del Tribunal Superior
desestima el recurso.

2. El recurso no puede prosperar. Ha de tenerse en cuenta: a) Que
el asiento practicado no es una anotación, por lo que no ha de aplicarse
la regla general de caducidad de las anotaciones, y, en consecuencia, la
afección deberá continuar mientras no haya una resolución judicial o se
acredite el cumplimiento de las condiciones exigidas; b) Que el Real Decreto
citado de 1981 exige, como garantía para el Estado, esta nota de afección
como presupuesto de la concesión de las subvenciones y beneficios fiscales
como una verdadera garantía real (cfr. artículo segundo, base 5.4, del
Real Decreto 1487/1981) para el caso de que la empresa renuncie a los
beneficios o incurra en incumplimiento de las bases, estableciendo que,
en dichos casos, se procederá según lo establecido en el entonces vigente
Estatuto de Recaudación para los casos de descubierto (cfr. base 7 de
la misma norma), y c), que en ninguna norma se establece la excepción
a la regla general que en nuestro Ordenamiento jurídico es la exigencia
para la cancelación de asientos del consentimiento del titular o la reso-
lución judicial en juicio declarativo entablado contra aquél (cfr. artículos
1, 40 y 82 de la Ley Hipotecaria).

Esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso interpuesto,
confirmando el Auto presidencial y la calificación del Registrador.

Madrid, 1 de junio de 2001.—La Directora general de los Registros y
del Notariado, Ana López-Monís Gallego.

Excmo. Sr. Presidente del Tribunal Superior de Castilla y León.

13576 RESOLUCIÓN de 2 de junio de 2001, de la Dirección General
de los Registros y del Notariado, en el recurso gubernativo
interpuesto por don Miguel y don José Vargas Morillo, con-
tra la negativa de la Registradora de la Propiedad de Bae-
za, doña Carmen Jalón González-Moreno, a inscribir un
auto dictado en el expediente de dominio en virtud de ape-
lación del recurrente.

En el recurso gubernativo interpuesto por el Letrado don Manuel More-
no Pasquau en nombre y representación de don Miguel y don José Vargas
Morillo, contra la negativa de la Registradora de la Propiedad de Baeza,
doña Carmen Jalón González-Moreno, a inscribir un auto dictado en el
expediente de dominio en virtud de apelación del recurrente.

Hechos

I

Por escritura autorizada en Ubeda, el 14 de julio de 1995, ante el Notario
don Francisco Javier Vera Tovar, don Miguel y don José Vargas Morillo
procedieron a la aprobación y protocolización de operaciones particionales
por fallecimiento de doña A.M.C. Entre los bienes relictos figuraba la finca
registral número 6006 del Registro de la Propiedad de Baeza. Presentada
la escritura en el Registro de la Propiedad de dicha ciudad, se inscribió
a favor de los hermanos don Miguel y don José Vargas Morillo, con respecto
a una mitad indivisa, denegándose la inscripción de la restante mitad
por aparecer inscrita a nombre de doña A.V.P. Como consecuencia de
esta denegación ante el Juzgado de Primera Instancia de Baeza se siguió
expediente de dominio para reanudación del tracto sucesivo que terminó
por auto de fecha 7 de marzo de 1997, en el que se declara justificado
el dominio a favor de los promotores y acordándose la inscripción de
dicho dominio a su nombre en el Registro de la Propiedad.

II

Presentado testimonio del auto en el Registro de la Propiedad de Baeza,
fue calificado con la siguiente nota: «Suspendida la inscripción del pre-
cedente documento, por los siguientes defectos: 1. No hacerse constar
la firmeza del auto (artículos 3 y 82 de la Ley Hipotecaria y 174 y 283
de su Reglamento. 2. No acreditarse la publicación de los edictos en el
«Boletín oficial» de la provincia y en uno de los periódicos de mayor cir-
culación de la provincia, teniendo en cuenta el valor asignado a la misma
en la escritura de partición hereditaria de 14 de julio de 1995; de con-
formidad con lo dispuesto en el artículo 201, 3.o de la Ley Hipotecaria.
3. No resultar justificado: a) La citación al poseedor de hecho de la finca,
o bien que no existe o lo son los propios promoventes, y b) Que los
causahabientes de la titular registral fueron oídos en el expediente, o bien
que, habiendo sido citados tres veces, una de ellas, al menos, personal-
mente, no comparecieron en el mismo, habida cuenta de que la inscripción
contradictoria tiene menos de treinta años de antigüedad; de conformidad
con lo establecido en el artículo 202 de la Ley Hipotecaria. Baeza, 14
de julio de 1997. La Registradora. Firma ilegible.»

III

Don Manuel Moreno Pasquau en nombre y representación de don Miguel
y don José Vargas Morillo interpuso recurso gubernativo contra la anterior
nota y alegó: Que la nota de calificación supone clara infracción de los
preceptos que desarrollan los artículos 99 y siguientes del Reglamento
Hipotecario ya que el Registrador de la Propiedad se ha extralimitado
en sus apreciaciones. Que como disponen los artículos 100 y siguientes
del Reglamento Hipotecario la calificación de los documentos expedidos
por la autoridad judicial, se limitará a la competencia del Juzgado o Tri-
bunal, a la congruencia del mandato o juicio en el que se hubiera dictado
y a las formalidades explícitas del documento, citando al respecto la Reso-
lución de 14 de julio de 1914. Que el auto es firme. Que las supuestas
anormalidades en la tramitación del expediente de dominio no pueden
ser objeto de oposición por parte del registrado, máxime cuando en ellas
se señala « que en la tramitación de este expediente se han observado
las prescripciones legales», habiendo intervenido el Ministerio Fiscal sin
oposición. Que la calificación excede la jurisdicción del Registrador de
la Propiedad e invade competencia de los Órganos y Tribunales ordinarios.
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IV

La Registradora en su informe de defensa de la nota argumentó lo
siguiente:

Que el recurrente niega la calificación registral del expediente de domi-
nio olvidando la función del Registrador que es la de calificar la legalidad
de los documentos que pretenden acceder al Registro. Que la calificación
registral se mueve dentro de lo establecido en el artículo 100 del Reglamento
Hipotecario, pues, la resolución judicial no contiene los datos de las cita-
ciones y publicaciones necesarios y se trata de obstáculos que surgen del
propio Registro, ya que, el expediente de dominio de reanudación del
tracto sucesivo no sólo da lugar a un asiento de inscripción, sino también
a un asiento de cancelación de la inscripción de un titular registral, siendo
la calificación más amplia de conformidad con el artículo 99 de la Ley
Hipotecaria. Que la Legislación Hipotecaria exige con carácter general para
que el titular registral pueda verse privado de sus derechos como tal,
su consentimiento voluntario o una resolución judicial firme en el corres-
pondiente juicio ordinario (artículos 20, 40, 82 de la Ley Hipotecaria).
Que el expediente de dominio para la reanudación del tracto consiste
simplemente en un procedimiento supletorio para habilitar de título cuan-
do el titular registral no ha prestado su consentimiento, lo que debe ser
objeto de interpretación estricta, y debe exigirse una rigurosa observancia
y cumplimiento de los requisitos establecidos para la inscripción del auto.
Estos requisitos de notificaciones, citaciones y publicaciones son los que
sirven para suplir ese consentimiento que el titular registral no ha prestado.
Que el expediente de dominio no es un procedimiento contencioso pro-
piamente dicho sobre todo, cuando no interviene el titular registral. Que
es consustancial al expediente de dominio la existencia de tales citaciones
y publicaciones (Resolución de 28 de enero de 1987). Que el Registrador
no ha invadido funciones jurisdiccionales. Que no resultan justificadas
las citaciones a los causahabientes de la titular registral (Artículo 202
de la Ley Hipotecaria y 286 de su Reglamento) siendo éstas precisas, puesto
que la última inscripción de dominio vigente tiene menos de treinta años
de antigüedad. Que el auto aprobatorio del expediente no contiene refe-
rencia expresa al cumplimiento de dicho requisito (Resoluciones de fecha
5 de julio de 1991 y 22 de abril de 1987, entre otras). Que la exigencia
de la práctica de las citaciones y su constancia en el auto, para evitar
que se produzca indefensión, viene amparada por al artículo 24 de la
Constitución, en la Jurisprudencia del Tribunal Constitucional sentencia
número 39/1988, y en las Resoluciones de 11 de octubre de 1915, 29 de
abril de 1988, 24 de agosto de 1981, 28 de enero de 1987, 27 de julio
de 1988, 17 de febrero de 1993, 20 de enero de 1986 y 7 de noviembre
de 1990. Que no resulta del auto haberse practicado citación a las personas
que señala el artículo 201 de la Ley Hipotecaria. Que no se justifica haberse
publicado los edictos correspondientes en el «Boletín Oficial» de la pro-
vincia ni en uno de los periódicos de mayor circulación de la misma como
exige el artículo 201 de la Ley Hipotecaria y que este precepto está en
vigor no habiendo sido afectado por lo dispuesto en el artículo 236 de
la Ley Orgánica del Poder Judicial, pues ésta se refiere a las Leyes Pro-
cesales y a los procedimientos jurisdiccionales. Que la firmeza del auto
aprobatorio del expediente constituye un requisito esencial de su inscri-
bilidad (artículos 283 y 174 del Reglamento Hipotecario, artículos 3 y 82
de la Ley Hipotecaria y Resolución de 23 de junio de 1960) sin que pueda
presumirse la firmeza.

V

El titular del Juzgado que dicto el auto en el expediente de dominio
para la reanudación del tracto sucesivo informó en sentido de estimar
ajustada a derecho la nota de calificación del Registrador, excepto sobre
la vigencia del requisito establecido en el artículo 201.3 de la Ley Hipo-
tecaria que entiende modificada por lo dispuesto en el artículo 236 de
la Ley Orgánica del Poder Judicial.

VI

El Presidente del Tribunal de Justicia de Andalucía, Ceuta y Melilla
confirmó la nota del Registrador fundándose en los argumentos contenidos
en su informe, revocando la nota sólo en cuanto al segundo de los defectos
por entender que el artículo 201.3 de la Ley Hipotecaria ha sido modificado
por lo dispuesto en el artículo 236 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

VII

La Registradora apeló el auto presidencial, en cuanto al segundo de
los defectos manteniéndose en sus alegaciones.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 24 de la Constitución española, 236 de la Ley Orgá-
nica del Poder Judicial, 199 y 201 de la Ley Hipotecaria, 100 de su Regla-
mento y las Resoluciones de este Centro directivo de 15 de julio de 1971,
4 de abril de 1974, 2 de julio de 1980, 24 de agosto y 3 de diciembre
de 1981, 21 de junio y 5 de julio de 1991, 13 de febrero y 21 de octubre
de 1992 y 11 y 19 de enero de 1993, 11 de febrero de 1999.

1. Se debate en el presente recurso sobre la inscripción de un auto
recaído en expediente para la reanudación del tracto sucesivo, que el Regis-
trador suspende por no haberse publicado los edictos en uno de los diarios
de mayor circulación de la provincia, como exige el artículo 201.3º Ley
Hipotecaria. Se afirma en el auto apelado que dicho precepto ha sido
modificado por el artículo 236 Ley Orgánica del Poder Judicial.

2. No ha de debatirse ahora sobre la vigencia del artículo 201.3 Ley
Hipotecaria en cuanto a la publicación cuestionada al ser ésta una exigencia
que tratándose de expedientes para la reanudación del tracto, escapa al
ámbito de la calificación registral, la cual, según doctrina reiterada de
este Centro directivo se contrae, respecto de los documentos judiciales,
a la comprobación de la observancia en el procedimiento seguido de los
trámites establecidos en beneficio de los titulares registrales, a fin de evitar
que sufran estos en el mismo Registro las consecuencia de su eventual
indefensión procesal (cfr 24 Constitución Española, 100 Reglamento Hipo-
tecario); por tanto, sólo habrá de comprobarse ahora la práctica en legal
forma de las citaciones de los titulares registrales a quienes pueda afectar
el auto pretendido y no aquellas otras exigencias de publicidad como la
debatida, dirigida a las personas ignoradas a quienes podría perjudicar
la inscripción solicitada.

Esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso interpuesto,
confirmando el auto presidencial y revocando la nota de calificación.

Madrid, 2 de junio de 2001.—La Directora general, Ana López-Monís
Gallego.

Excmo. Sr. Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía.

13577 RESOLUCIÓN de 4 de junio de 2001, de la Dirección General
de los Registros y del Notariado, en el recurso gubernativo
interpuesto por de Caja de Ahorros y Monte de Piedad
de Zaragoza, Aragón y Rioja (Ibercaja), contra la negativa
de la Registradora de la Propiedad de Madrid, número
26, doña Purificación García Herguedas, a inscribir una
escritura de préstamo hipotecario, en virtud de apelación
de la señora Registradora.

En el recurso gubernativo interpuesto por el Procurador de los Tri-
bunales, don José Luis Pinto Maraboto, en nombre de Caja de Ahorros
y Monte de Piedad de Zaragoza, Aragón y Rioja (Ibercaja), contra la negativa
de la Registradora de la Propiedad de Madrid, número 26, doña Purificación
García Herguedas, a inscribir una escritura de préstamo hipotecario, en
virtud de apelación de la señora Registradora.

Hechos

I

El 29 de mayo de 1997, mediante escritura otorgada ante la Notaria
de Madrid, doña María Soledad de Prada Solaesa, la Caja de Ahorros
y Monte de Piedad de Zaragoza, Aragón y Rioja (Ibercaja) concedió un
préstamo de determinada cantidad a doña J.C.Q.M., la cual, en garantía
de dicho préstamo constituyó hipoteca sobre una finca urbana de su pro-
piedad. En la referida escritura se establecen, entre otros, los pactos que
figuran en el fundamento de Derecho 1.

II

Presentada copia de la anterior escritura en el Registro de la Propiedad
de Madrid, número 26, fue calificada con la siguiente nota: «Inscrito en
precedente documento, en cuanto a los intereses remuneratorios al tipo
inicial pactado, único garantizado en el tomo 310, folio 156, finca 16.013,


